ESCRITO DE INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN 

A LA SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DEL
 TRIBUNAL SUPREMO 

Don Francisco Abajo Abril, Procurador de los Tribunales y de “VETERANN S.L.”, domiciliada en Valencia, calle Xátiva, número 4, escalera izquierda, puerta 6, con C.I.F. número B-97428189; según acredito mediante escritura de poder que debidamente acompaño (Se adjunta como Documento nº 1 Poderes de representación procesal) y asistido del letrado Dª Bibian Cabedo Arce, abogado adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Valencia, con número 14.451 de colegiado, cuya representación legal se acredito tal y como consta en el expediente, comparece y como mejor proceda en DERECHO, 

DIGO: 

Que en el plazo comprendido en el emplazamiento notificado a esta parte el día 28 de marzo de 2012, por medio del presente escrito comparezco e interpongo recurso de casación contra la sentencia nº 126 dictada el día 7 de Febrero de 2012  por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana. (Se adjunta como Documento Nº 2 Sentencia y como Documento nº 3  Resguardo de Ingreso de Depósito para recurrir en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones junto con la preceptiva Providencia).
Con el fin de facilitar la comprensión de este recurso, a continuación se exponen, con carácter previo, los siguientes
ANTECEDENTES
PRIMERO.- En fecha 15 de mayo de 2007 la Comisión Territorial de Urbanismo (en adelante CTU) acordó la aprobación de la Homologación y Plan Parcial del Sector El Tossal. Dicha aprobación se supeditó a que se cumplieran los condicionantes de varios informes, y en lo que aquí nos ocupa a la obtención de informe de Confederación Hidrográfica del Júcar (en adelante CHJ) respecto a la suficiencia de recursos hídricos (CONSTA EN FOLIO 229 DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO). Dicho acto no fue recurrido por el Abogado del Estado.
SEGUNDO.- Como consecuencia de lo anterior en Junio de 2007 el Alcalde
 de la Pobla del Duc remitió a la Comisión Territorial de Urbanismo (en adelante CTU) un nuevo escrito sobre la suficiencia de recursos hídricos, complementario al emitido el 20 de febrero de 2.007 (consta como documento nº 2 del escrito de demanda informe de 28 de junio de 2007).

TERCERO.- Dicho informe fue trasladado a la Confederación Hidrográfica el 23/7/2007, no habiendo obtenido hasta la fecha respuesta alguna. 
CUARTO.- Ante la ausencia de respuesta por parte de Confederación Hidrográfica, en el plazo legal y a la vista de que los informes de la entidad gestora de abastecimieto de agua acreditaban la existencia de recursos hídricos suficientes, la Directora General de Ordenación del Territorio resolvió en fecha 7 de marzo de 2008 declarando definitivamente aprobados la Homologación y el Plan Parcial del Sector El Tossal, al considerar cumplidos los condicionantes de la resolución de la CTU de 15 de mayo de 2.007 (VER FOLIOS 300 a 340 DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, en concreto folio 298). Dicho acto tampoco fue recurrido por el Abogado del Estado.
QUINTO.- En fecha 11 de octubre de 2008 se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia
 de Valencia número 243 el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 15 de mayo de 2007 junto con las normas urbanísticas aprobadas. Dicho acto tampoco fue recurrido por el Abogado del Estado, motivo por el cual ha devenido firme e irrecurrible desde que pasaron dos meses desde su publicación el 11/10/2008 en el Boletín Oficial de la Provincia. Por facilidad probatoria procesal se aporta como documento nº 4.
SEXTO.- En fecha 3 de febrero de 2009 se procedió a la publicación en el DOCV de la siguiente reseña que expresamente disponía: 
“De acuerdo con el artículo 59.4.B de la Ley 6/1994, de 15 de noviembre, de la Generalitat Valenciana, reguladora de la actividad urbanística (DOGV número 2349, de 24 de noviembre de 1994), se publica la reseña del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 15 de mayo de 2007 y publicado junto con las normas urbanísticas aprobadas en el Boletín Oficial de la Provincia de Valencia número 243 de fecha 11 de octubre de 2008. Expediente 2005.1062”.
Dicha narración sucinta publicada en el DOCV no es susceptible de recurso en cuanto es una simple reseña tal y como justificó esta parte en el escrito de contestación a la demanda, motivo por el cual ni siquiera en dicho acto se dio la posibilidad de recurso.

Dicha reseña dado que es el acto recurrido por el Abogado del Estado va incorporada como documento en su escrito de interposición de recurso contencioso-administrativo, si bien por facilidad probatoria procesal se aporta como documento nº 5.
SEPTIMO.- En fecha 1 de abril de 2009 se procedió por el Abogado del Estado a interponer fuera de plazo recurso contencioso-administrativo contra el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 15 de mayo de 2007, aprovechando la publicación de la mencionada reseña, indicada en el antecedente sexto. 

Posteriormente en el escrito de demanda y en el suplico de la misma procedió el Abogado del Estado a ampliar el objeto del recurso a la Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio de 7 de marzo de 2008.

A continuación insertamos una tabla cronológica de los hechos:
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OCTAVO.- En fecha 7 de Febrero de 2012 se dictó sentencia nº 126 por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana en la cual se señala en el fallo lo siguiente:

“Estimamos el recurso contencioso-administrativo núm. 96/2009 interpuesto por Delegación de Gobierno en Valencia representado y asistido por el Abogado del Estado en impugnación del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valencia de 15 de mayo de 2007, acta aprobada en sesión de 7 de noviembre por la que se aprueba la Homologación y Plan Parcial del Sector el Tossal del término municipal de la Pobla del Duc, con los siguientes pronunciamientos:

1º Los declaramos nulos y los dejamos sin efecto.

2º No procede pronunciamiento en costas”.
HECHOS PROBADOS
PRIMERO.- DE LAS ESTIMACIONES DE CONFEDERACIÓN HIDROGRÁFICA DEL JÚCAR EN EL PRIMER INFORME.- La Confederación Hidrográfica del Júcar (en adelante CHJ) emitió un primer informe sobre Plan Parcial del Sector El Tossal, estimando respecto a la disponibilidad de recursos hídricos, que la demanda actual del municipio era de 2.069.356 m3/año (ver fundamento jurídico cuarto de la Sentencia recurrida, folio 11). Dicho dato se remonta a la época anterior a la entrada en vigor de la Ley de Aguas
, por cuanto esta parte ha justificado a lo largo del procedimiento el consumo medio de los últimos años, tal y como recoge la Sentencia.
SEGUNDO.- DEL CONSUMO MEDIO DE LOS ÚLTIMOS AÑOS.- El Ayuntamiento, en contra de las meras estimaciones de CHJ basadas en datos de hace más de dos décadas, aportó un escrito con datos reales del consumo medio (periodo 1.995 - 2.006) en el cual se justificó que el consumo medio total de los últimos 10 años ascendía a 530.099 m3/año (ver documento nº 1 aportado al escrito de contestación a la demanda y fundamento jurídico primero de la Sentencia recurrida, página 6). (Por facilidad probatoria se copia la tabla del citado documento).
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Dicho consumo es un dato fáctico y que no fue contestado ni alegado por CHJ. Obviamente el Ayuntamiento de la Pobla del Duc no tenía ninguna concesión pero desde tiempo inmemorial había tenido el consumo de agua, que según CHJ (en sus datos anteriores a 1986) ascendía a 2.069.356 m3/año, pero que por el paso del tiempo, la mejora continua del regadío, de depósitos y canalizaciones y modificaciones en los sistemas de riego se ha reducido a una media de 530.000 m3/año. (Por facilidad probatoria se copia la tabla del citado documento).
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TERCERO.- DE LA INEXISTENCIA DE NUEVAS DEMANDAS DE RECURSOS HÍDRICOS. DEL COMPROMISO Y OBLIGACIÓN DE EJECUCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS GENERADORAS DE RECURSOS HÍDRICOS. REDUCCIÓN DEL CONSUMO TRAS LA EJECUCIÓN FÍSICA DEL PAI Y PLAN PARCIAL “EL TOSSAL”- 
Una vez determinada la cantidad de recursos hídricos que CHJ estimaba que se usaba y disponía, en atención a sus datos (2.069.356 m3/año, 241.356 m3/año para consumo y 1.883.000 m3/año regadío) y la cantidad de recursos hídricos de que se disponía y consumían de facto (530.000 m3/año), debemos indicar que el mencionado PAI y ejecución del Plan Parcial va a traer consigo una reducción a 473.624 m3/año (ver fundamento jurídico primero página 6 y fundamento jurídico cuarto, página 11).

Esta reducción se consigue mediante:

- La posibilidad de reutilizar el agua depurada por las nuevas EDARs (casco urbano y polígono).

- La realización de infraestructuras.

- El empleo de aguas residuales.

- La realización de un depósito de 7.000 m3.

De modo que es un hecho probado e indiscutible que se produce una reducción del consumo de recursos hídricos en 56.374 m3/año.
No obstante, dicho compromiso de ejecución de infraestructuras generadoras de recursos hídricos ha sido calificado por la Sentencia recurrida en este acto en el fundamento de derecho cuarto (folio 14) como: 

“meras hipótesis cuando no proyectos de futuro como la reutilización del agua a través de las depuradoras motivo por el cual se concluye que queda justificada la disponibilidad de recursos hídricos y que resulta según vemos una hipotética y no real disponibilidad referidos como hemos dicho al momento de la aprobación del acto o plan,…” 

Como se justificará en el motivo segundo del presente recurso, esta errónea interpretaci´n de los recursos disponibles y concedidos es lo que ha traido que contrariamente a Derecho la Sentencia haya declarado dejar sin efecto el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 15 de mayo de 2007, pues si bien es cierto que hasta 2008 el Ayuntamiento de la Pobla del Duc no tenía ninguna concesión no es menos cierto que dicho municipio, con anterioridad a 1986, tenía un consumo de agua de 2.069.356 m3, y que en la actualidad asciende a una media de 530.000 m3 en los últimos diez años.
CUARTO.- DEL SEGUNDO INFORME DE CHJ. DE LA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE AGUAS DE LOS POZOS “LAS CUEVAS” Y “YESARES”. DE LA EXISTENCIA DE RECURSOS HÍDRICOS.
El segundo informe de CHJ de 9 de mayo de 2.007 fue también desfavorable, basándose en que la concesión de los sondeos de Las Cuevas y Yesares (expediente nº 1988IP3369) estaba en trámite en dicho momento, concluyendo que "no está justificado el derecho sobre el uso del agua con que se pretende abastecer las demandas". 
Debiendo señalar al respecto que dicho procedimiento de inscripción en el Registro de Aguas de la CHJ de los aprovechamientos de aguas subterráneas de Las Cuevas y Yesares se inició por parte del Ayuntamiento de la Pobla del Duc, en cuanto titular de los mismos, en diciembre de 1.988. Dicho procedimiento ha finalizado concediendo finalmente la inscripción en dicho Registro, en fecha de marzo de 2008 (ver documento nº 3 del escrito de contestación de la demanda) otorgando un volumen máximo de 421.202 m3/año 
Ello aparece igualmente recogido en el fundamento jurídico cuarto de la sentencia (folio 11), donde además de dichos pozos, se hace referencia otros recursos hídricos existentes en la zona como el Barranco de Benalix, de Sara, de Castello de Rugat, de modo que por haberlo señalado CHJ existen otros recursos hídricos disponibles en la zona, además de otros que no llega a mencionar como el pantano de Bellús (ubicado parcialmente en La Pobla del Duc), etc…. Caracterizándose la zona en cuestión por contar con numerosos recursos hídricos.

A la vista de todo ello, queda claro que la esencia del procedimiento no es la concesión, dado que hasta 2008 no había concesión alguna, sino el consumo reconocido, y si la demanda de recursos hídricos va a ser mayor o menor con la actuación urbanística.
REQUISITOS LEGALES 

Primero.- La sentencia recurrida tiene el concepto de definitiva.

Segundo.- La sentencia es susceptible de la presente impugnación al amparo de lo dispuesto en el artículo 86.1 y 2 b) de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 89 y 90 de la citada Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa se preparó recurso de casación ante la Sala que dictó la resolución recurrida.
Tercero.- Al presente escrito se acompañan cuantos documentos son del caso.
Cuarto.- Si bien en el momento actual en el que se interpone el presente recurso, marzo de 2012, la legislación estatal vigente en materia de suelo y valoraciones es el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de Junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo, la legislación y jurisprudencia aplicable al supuesto que nos ocupa deberá ser la referente a la Ley 6/1998, de 16 de abril, sobre Régimen de Suelo y Valoraciones, en cuanto la a Homologación y Plan Parcial del “Sector El Tossal” fue aprobada por la Comisión Territorial de Urbanismo en fecha 15 de mayo de 2007.

Quinto.- Que mediante el presente escrito, al amparo de lo dispuesto en el artículo 92.1 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, formulo recurso de casación en base a los siguientes motivos.

MOTIVOS DEL RECURSO 
PRIMERO.- INFRACCIÓN DEL ARTÍCULO 88.1.C) LJCA

Mi representado es titular de terrenos incluidos en la Unidad de Ejecución del Plan Parcial El Tossal, entre otras de las parcelas 179, 220, 226 del polígono 6, tal y como se acreditó en el escrito de preparación de recurso de casación mediante la aportación como documento numero 2 de la escritura de los mencionados terrenos. 

De modo que mi representado es titular de terrenos incluidos en la Unidad de Ejecución del Plan Parcial El Tossal, no habiendo sido nunca notificado en calidad de interesado de la interposición del recurso contencioso-administrativo por parte del Abogado del Estado, ni del Procedimiento Ordinario 1/97/2009-G seguido en el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana.
De conformidad con el artículo 49.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa se exige que en la resolución por la que se acuerde remitir el expediente se notifique en los cinco días siguientes a su adopción, a cuantos aparezcan como interesados en él, emplazándoles para que puedan personarse como demandados en el plazo de nueve días. La notificación se practicará con arreglo a lo dispuesto en la Ley que regule el procedimiento administrativo común.

Pues bien, en ningún momento se notificó a mi representada la interposición del recurso contencioso administrativo PO 1/97/2009-G, por lo que no pudimos comparecer en dicho procedimiento habiendo tenido conocimiento de ello por conversaciones con vecinos de La Pobla del Duc tras haber recaido la Sentencia que se recurre.

No ha sido hasta la Sentencia nº 126 dictada el día 7 de Febrero de 2012 por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, cuando hemos tenido conocimiento del procedimiento contencioso administrativo.

Es por ello que consideramos que se ha producido indefensión a mi representado en cuanto es interesado dado que siempre ha existido interés por la aprobación de la homologación y Plan Parcial que posibilita la posterior ejecución del Programa de Actuación Integrada y por tanto urbanización de las parcelas, ya que lo contrario, es decir la anulación de la aprobación, supone una disminución del valor de sus terrenos.

Así pues, al no ser notificado de la interposición de recurso contencioso-administrativo, a pesar de ser interesado en el procedimiento, entendemos aplicable el motivo de recurso de casación previsto en el artículo 88.1.c) de la LJCA que se refiere al “Quebrantamiento de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas reguladoras de la sentencia o de las que rigen los actos y garantías procesales, siempre que, en este último caso, se haya producido indefensión para la parte”. 

Por lo que, a pesar de que el artículo 89.3 de la misma ley 29/1998 de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa dispone que el recurso de casación podrá interponerse por quienes hayan sido parte en el procedimiento a que se contraiga la sentencia o resolución recurrida, consideramos que, ostentando la condición de interesado, podemos interponer el presente recurso al disponer de legitimación para ello, de conformidad con el articulo 19.1.a de la ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
1. Están legitimados ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo:

a. Las personas físicas o jurídicas que ostenten un derecho o interés legítimo.

Debemos mencionar aquí, la sentencia del Tribunal Supremo de fecha uno de febrero de dos mil cinco dictada por la Sala 3ª, sec. 1ª, rec. 4018/2001 que dispuso expresamente que:
PRIMERO.- La sentencia que se pretende recurrir en casación estima el recurso contencioso- administrativo interpuesto por Dª Daniela contra el Acuerdo Plenario del Ayuntamiento de Orense de 10 de noviembre de 1995, por el que se aprobó definitivamente el Proyecto de Modificación Puntual del Plan General de Ordenación Urbana en el SU-21, Zona 16.

SEGUNDO.- La Sala de instancia, por Auto de 6 de septiembre de 2001, deniega la preparación del recurso de casación por extemporánea, razonando al efecto que “... en función de la fecha de las notificaciones de la sentencia a quienes fueron parte en los autos, el plazo para preparar el recurso finalizó el día 6 de julio pasado, y la firmeza o recurribilidad de aquélla no puede quedar indefinidamente a expensas de que nuevos interesados se personen en cualquier momento y anuncien su intención de recurrirla...”.
Frente a esto, la representación procesal de la mercantil recurrente alega, en síntesis, que es particular directamente interesado y afectado por la sentencia que pretende recurrir en casación, y que ha tenido conocimiento de la misma a través de la prensa regional, momento en que se personó y anunció su intención de interponer recurso de casación, no pudiéndolo hacer antes por no tener conocimiento de la existencia del pleito ni de la sentencia.

TERCERO.- El artículo 89.1 de la LRJCA dispone que el recurso de casación se preparará ante el mismo órgano jurisdiccional que hubiere dictado la resolución recurrida en el plazo de diez días, mediante escrito en el que deberá manifestarse la intención de interponer el recurso con sucinta exposición de la concurrencia de los requisitos de forma exigidos.

En este caso, la representación procesal de “Parking Buenos Aires, S.A.” preparó el recurso de casación el 9 de julio de 2001, mientras que la ultima notificación de la sentencia que se pretende recurrir se efectuó el 25 de junio de 2001, por lo que procede concluir que “Parking Buenos Aires, S.A.” preparó el recurso de casación fuera del plazo de diez días establecido por el citado artículo 89.1 de la LRJCA, ya que es doctrina de esta Sala (AATS de 12-6-2000 EDJ 2000/43742 , 20-11-2000 EDJ 2000/67061 y 19-11-2001 EDJ 2001/69966 , entre otros) que están habilitados para preparar el recurso de casación quienes hubiesen sido parte o podido serlo en el recurso contencioso-administrativo en que se dictó la resolución objeto de recurso, lo que no supone la exigencia absoluta de haberse personado en él antes de la sentencia, pero sí desde luego dentro del plazo legalmente establecido para la preparación del recurso de casación, cuyo cómputo arranca desde la última notificación hecha a quienes se hubieren personado en el procedimiento durante el curso de los autos, doctrina aplicable en los casos en que quien se encuentra en tal situación sea único recurrente, ya que al ser firme la sentencia, si se entiende que se ha generado indefensión caben otras vías procesales siempre que se cumplan los plazos y demás requisitos establecidos en la norma, como podría serlo en lo previsto en el capítulo IX del Título V, Libro I de la Ley de Enjuiciamiento Civil EDL 2000/77463 si se cumplen los requisitos allí establecidos.

Ahora bien, si la sentencia no es firme por haber sido recurrida en plazo sí cabe la posibilidad de que quien no fue parte al no haber sido emplazado interponga recurso de casación mas allá del plazo antes indicado bien porque el Tribunal acuerde la notificación de la sentencia al interesado que no fue parte de la instancia por no haber sido emplazado, bien porque el propio interesado se persone una vez tenga conocimiento de aquella, tal y como acontece en el caso de autos.

Por todo ello, interesamos se tenga a mi prepresentado como legitimado para la interposición del presente recurso de casación al haber sido interpuesto el presente recurso en plazo y al quedar acreditada su condición de interesado y la ausencia de notificación alguna respecto al procedimiento anterior.
SEGUNDO.- INFRACCIÓN DEL ARTÍCULO 51.1. DE LA LJCA EN CONCRETO LOS APARTADOS C) Y D)

En primer lugar queremos dejar clara de nuevo la cronología de las aprobaciones, notificaciones y publicaciones que afectan a este caso:

· Acuerdo de la Comisión Territorial de urbanismo por el que se aprueba de forma condicionada la homologación y Plan Parcial del sector el Tossal de la Pobla del Duc…………………………………………………………………………
...15 de mayo de 2007.

· Notificación a la CHJ del acuerdo de la Comisión Territorial de urbanismo por el que se aprueba de forma condicionada la homologación y Plan Parcial del sector el Tossal de la Pobla del Duc………………………..…….



…7 de noviembre de 2007.

· Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio por la que se dan por subsanados los condicionantes del acuerdo de la CTU y por tanto se aprueba definitivamente la homologación y Plan Parcial del sector el Tossal de la Pobla del Duc……………………………………………………………………
.. 7 de marzo de 2008.
· Notificación a la CHJ de la resolución de la de la Directora General de Ordenación del Territorio por la que se dan por subsanados los condicionantes del acuerdo de la CTU……………………………………………………………………
.25 de abril de 2008.

· Publicación en el BOP de la Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio por la que se dan por subsanados los condicionantes del acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo, junto con las normas urbanísticas aprobadas ……… ……………………………………………………………………

.11 de octubre de 2008.
· Publicación de la reseña del acuerdo de la Comisión territorial de Urbanismo Acuerdo de la Comisión Territorial de urbanismo por el que se declara definitivamente aprobada la homologación y Plan Parcial del sector el Tossal de la Pobla del Duc ………………………………………………….…


…3 de febrero de 2009.

· Interposición del recurso contencioso administrativo por el Abogado del Estado………………………………………………………………………....1 de abril de 2009.

Como dijimos en la interposición del presente recurso, la Sentencia que recurrimos señala que:
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A la vista de ello esta parte considera que se han vulnerado el artículo 51.1. de la LJCA en concreto los apartados c) y d), por los siguientes motivos:

1º En cuanto a la reseña publicada en el DOCV de fecha 3 de febrero de 2009 dicho acto no es susceptible de recurso (artículo 51.1.c) LJCA), ya que:

1.A. En primer lugar el acto que se recurre es a través de la publicación de una simple “reseña” que no atribuye eficacia al acto, ni le da las consecuencias jurídicas de la publicación que establece el artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de Bases de Régimen Local, ni concede pie de recurso. De modo que no es susceptible de impugnación alguna. La Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio de 7 de marzo de 2008 no se publicó en el DOCV, se publicó en el BOP de fecha 11 de octubre de 2008, y a partir de dicho momento entró en vigor. Lo que obra en el DOCV de 3 de febrero es una simple reseña dando cuenta del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 15 de mayo de 2007 publicado junto con las normas urbanísticas aprobadas en el Boletín Oficial de la Provincia de Valencia número 243 de fecha 11 de octubre de 2008”. 
El artículo 104.2 de la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística Valenciana, modificado por el Decreto-ley 2/2010, de 28 de mayo, del Consell, de medidas urgentes para agilizar el desarrollo de actividades productivas y la creación de empleo dispone:

“1. El órgano que hubiera otorgado la aprobación definitiva del Plan ordenará la publicación de ésta para posibilitar su entrada en vigor.

2. Los planes urbanísticos, sean de aprobación definitiva autonómica o municipal, se publicarán en el Boletín Oficial de la Provincia. La publicación comprenderá, además del acuerdo o resolución de aprobación definitiva, el contenido de las normas urbanísticas objeto de aprobación.”
Con anterioridad a la modificación el artículo disponía:

“La publicación del acuerdo de aprobación definitiva de los Planes, el contenido de las Normas Urbanísticas y demás documentos con eficacia normativa que estos contengan ha de efectuarse:

a) En el Boletín Oficial de la Provincia, cuando se trate de planes, Proyectos de Urbanización aprobados por el Ayuntamiento o que contengan normas urbanísticas.

b) En el Diari Oficial de La Generalitat Valenciana, cuando se trate de instrumentos aprobados por los órganos de ésta, salvo que contengan normas urbanísticas, en cuyo caso se procederá conforme al apartado precedente, aunque adicionalmente se publicará una reseña del acuerdo aprobatorio en dicho Diari Oficial de La Generalitat Valenciana.”
Por tanto, en la actualidad se ha decidido prescindir de la publicación de la reseña, en cuanto era un mero trámite que nada aportaba a la eficacia de la norma publicada.

Ello nos lleva a deducir que la reseña publicada en el DOCV de fecha 3 de febrero de 2009 no era susceptible de recurso, cuando lo que anuncia es la existencia del Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 15 de mayo de 2007 publicado junto con las normas urbanísticas aprobadas en el Boletín Oficial de la Provincia de Valencia número 243 de fecha 11 de octubre de 2008, es decir un acuerdo aprobado 2 años antes y que entró en vigor 4 meses antes, como a continuación explicaremos.

1.B En segundo lugar el planeamiento, que a través de dicha reseña se pretende recurrir, entró en vigor con la publicación en el BOP de fecha 11 de octubre de 2008 donde se publicaba la Resolución de 7 de marzo de 2008 de la Directora General de Ordenación del Territorio por la que se subsanaban las deficiencias a que se refiere el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 15 de mayo de 2007 y se declaraba definitivamente aprobada la Homologación y Plan Parcial Sector el Tossal.

De conformidad con el artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local: 

“Los acuerdos que adopten las corporaciones locales se publican o notifican en la forma prevista por la Ley. Las ordenanzas, incluidos el articulado de las normas de los planes urbanísticos, así como los acuerdos correspondientes a éstos cuya aprobación definitiva sea competencia de los entes locales, se publicarán en el Boletín Oficial de la Provincia y no entrarán en vigor hasta que se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2 salvo los presupuestos y las ordenanzas fiscales que se publican y entran en vigor en los términos establecidos en la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. Las Administraciones públicas con competencias urbanísticas deberán tener, a disposición de los ciudadanos que lo soliciten, copias completas del planeamiento vigente en su ámbito territorial.”

El artículo 57 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común dispone:

“1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.

2. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, publicación o aprobación superior.”

Por su parte, la LUV en su artículo 107 dispone:

1. Los planes entran en vigor, y son inmediatamente ejecutivos a todos los efectos, a los quince días de la publicación de la resolución aprobatoria con trascripción de sus normas urbanísticas y restantes documentos con eficacia normativa.

Por ello, entendemos que el Planeamiento entró en vigor a los quince días de la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia.
1.C Recordamos en este punto que la competencia de procedimiento administrativo es exclusiva del Estado, y en garantía a la igualdad de todos los ciudadanos del territorio español, no puede existir diferencia entre las distintas Comunidades Autónomas.

Así se estableció en la Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997 de la que destacamos lo siguiente:

“Otro tanto ha de decirse en relación con los diversos títulos competenciales  invocados por la Disposición final única del T.R.L.S., y señaladamente el que se  ampara en el art. 149.1.18. C.E. en cuanto atribuye al Estado la competencia  exclusiva sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas,  el procedimiento administrativo común, la legislación sobre expropiación forzosa  y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas. (…)

En definitiva, y para recapitular, el art. 149.1.1. C.E. no debe ser entendido como una prohibición de divergencia autonómica, ni tampoco como un título  residual, aunque la normación del derecho por virtud de esta competencia sea  limitada, no ya sólo porque no se inscriba en la dinámica de las  bases-desarrollo, en la que siempre ha de restar un espacio normativo para las  Comunidades Autónomas, sino, más exactamente, como ha quedado razonado, porque  las condiciones básicas que garanticen la igualdad, por definición, no pueden  consistir en un régimen jurídico acabado y completo de los derechos y deberes  constitucionales afectados. La regulación de esas condiciones básicas sí  corresponde por entero y en exclusiva al Estado, pero con tal normación, como es  evidente, no se determina ni se agota su entero régimen jurídico. En tal  contexto, no debe olvidarse que la «igualdad de todos los españoles» representa  el elemento teleológico o finalista del título competencial que aquí se considera, el único que justifica y ampara el ejercicio de la competencia  estatal. En el ámbito urbanístico, es la intervención del legislador estatal ex  art. 149.1.1. C.E. la que garantiza esa igualdad, máxime si se tiene en cuenta  la inexcusable remisión al planeamiento y la disparidad de usos y contenidos  susceptibles de apropiación que de ahí resulta.”

Por tanto, la competencia sobre la forma de publicación de los instrumentos de planeamiento y el momento de su entrada en vigor es estatal y no autonómica, la legislación autonómica puede ampliar la estatal pero no contradecirla, por lo que entendemos que, si la ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local en su articulo 70.2 dispone que el los planes urbanísticos, así como los acuerdos correspondientes a éstos se publicarán en el Boletín Oficial de la Provincia y no entrarán en vigor hasta que se haya publicado completamente su texto, el que la legislación autonómica añada un extra de que además se publique en otro medio no implica que no haya entrado ya en vigor por haberse cumplido los requisitos para ello.

Así pues, la reseña en el Diario Oficial de la Comunidad Valenciana no puede entenderse requisito para entender aprobado el planeamiento, dado que la legislación estatal tan solo exige una publicación, como es en este caso la del Boletín Oficial de la Provincia (Por facilidad probatoria para su señoría le hemos adjuntado como documento numero 4 publicación del BOP de fecha 11 de octubre de 2008
).
En el presente supuesto, el recurso se interpone el día 1 de abril de 2009 por lo que, además de que el Plan ya había entrado en vigor y era ejecutivo, habían transcurrido sobradamente el plazo de 2 meses que establece el articulo 46 de la Ley 29/1998, de la jurisdicción contencioso administrativa.

1.D En todo caso, merece la pena mencionar lo dispuesto por la reciente jurisprudencia de este Tribunal respecto a la publicación de las disposiciones, distinguiendo:

- EN CUANTO A LA EFICACIA DE LOS ACTOS, destacamos la sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª, de 15 Oct. 2010, rec. 4629/2009:

“Dicho de otro modo, el mismo acto de aprobación no puede tener la consideración de acto de trámite antes de publicación y definitivo tras ella. De modo que carece de relevancia en dicha diferenciación, en los términos que hemos expuesto en el fundamento quinto, que se haya o no publicado el plan. La publicación, en definitiva, es condición de eficacia pero no de validez del plan, como viene declarando esta Sala, de modo uniforme y con tal profusión que nos exime de cita expresa.

Se trata, por tanto, de categorías jurídicas muy diferentes, porque el acuerdo de aprobación puede ser válido pero puede no ser todavía eficaz si le falta la publicación, y la falta de ésta no comporta su invalidez, sino la imposibilidad de su ejecución, que es un efecto bien distinto. La falta de publicación del plan, por tanto, impide que la Administración imponga sus determinaciones mediante actos de ejecución a los ciudadanos, que podrán impugnar el acto de aplicación basándose precisamente en la falta de publicación del plan, pero no acarrea su invalidez, pues el juicio sobre esta tiene lugar por las causas previstas en el artículo 62 y 63 de la Ley 30/1992 .
La falta de publicación de la aprobación del plan o de sus determinaciones no convierte, en definitiva, a un acto definitivo en un acto de trámite, sino que supone que estamos ante un acto o disposición válida pero ineficaz, como se deduce de los artículos 52.1, respecto de las disposiciones general, y 57.2, en el caso de los actos, de la Ley 30/1992 . 

- EN CUANTO A LOS PLAZOS DE RECURSO, caben dos interpretaciones:

· La primera posibilidad, al hilo de la afirmación de la mencionada sentencia de 15 de octubre de 2010, podemos entender que los plazos para la interposición de recursos no comienzan desde la fecha de publicación sino desde la notificación del acto, esto es, desde el 7 de noviembre de 2007, momento en que se notifica a la CHJ el acuerdo de la Comisión Territorial de urbanismo por el que se aprueba de forma condicionada la homologación y Plan Parcial del sector el Tossal de la Pobla del Duc, o bien desde el 25 de abril de 2008, momento en que se notifica a la CHJ la resolución de la de la Directora General de Ordenación del Territorio por la que se dan por subsanados los condicionantes del acuerdo de la CTU.

La sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª, de 22 Sep. 2010, rec. 4450/2009, dispone:
“en las aludidas sentencias esta Sala Tercera del Tribunal Supremo ha declarado que la falta de publicación de un planteamiento urbanístico no convierte el acto definitivo de aprobación del mismo en acto de trámite sino que estaríamos ante un acto o una disposición válidos pero ineficaces, como se deduce de lo establecido en los artículo 52.1 y 57.2 de la Ley 30/1992, sobre régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común”. Sobre la base del art. 65.2
 LRBRL y 215.2 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales (ROF), aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, podemos entender que el dies a quo para el cómputo del plazo para formular el requerimiento de anulación, debe contarse desde la fecha de la recepción de la comunicación, es decir desde que el mismo tiene entrada en Registro del órgano autonómico o estatal competente. Sin que pueda admitirse la invocación de que el cómputo de los plazos tiene como dies a quo el de la publicación del acuerdo en los Boletines Oficiales.”
Postura avalada por la jurisprudencia del Tribunal Supremo en sentencias de 15 de enero de 2002 (LA LEY JURIS: 3987/2002), de 4 diciembre de 2000 (LA LEY JURIS. 2837/2001), de 13 de marzo de 1999 (EC 3745/2000), de 5 de diciembre de 1997 (LA LEY JURIS: 812/1998), de 12 de noviembre de 1997 (EC 71/1999), de 10 de noviembre de 1997 (EC 252/1999), de 20 de mayo de 1994 (LA LEY JURIS: 6706/1994) y de 9 de diciembre de 1992 (EC 2736/1994).

· La segunda posibilidad es contar los plazos desde que se publica el acto con trascripción de las normas urbanísticas, destacamos aquí la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª, de 25 Mar. 2009, rec. 622/2007, que hace referencia a la jurisprudencia de este Tribunal:
“En la actualidad podríamos añadir el art. 107 de la Ley 16/2005, Urbanística Valenciana.

Una segunda línea argumental de la sentencia se plantea la cuestión de si el acuerdo de aprobación definitiva de los instrumentos de planeamiento urbanístico ha de ser notificado personalmente a quienes han comparecido en el expediente de elaboración y han formulado alegaciones como partes especialmente interesadas, o si basta la publicación de ese acuerdo en los periódicos oficiales, como prevé con carácter general el artículo 44 de la Ley del Suelo 1976.

El propio Tribunal Supremo manifiesta en la sentencia estudiada que se han seguido dos líneas jurisprudenciales:

-Sentencias como la de 21 de enero de 1992, 14 de marzo de 1988, 9 de mayo de 1985, 16 de mayo de 2000 y 13 y 20 de febrero de 2003 esta Sala ha exigido la notificación personal del acuerdo de aprobación definitiva de los planes de urbanismo, como especialmente interesados, a los administrados que hubieran intervenido en el expediente de elaboración de aquéllos.

-Pero en otras, como en las de 19 de diciembre y 25 de febrero de 1995 y 17 de octubre de 1990, ha declarado que basta la publicación de ese acuerdo en los periódicos oficiales, como prevé con carácter general el artículo 44 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 9 de abril de 1976 (LS), y esta es la línea jurisprudencial mantenida en las recientes sentencias de 16 de diciembre de 1999 y 17 y 18 de enero del 2005 .

-Concluye en la sentencia de 5.10.2005 y se inclina por la tesis citada en segundo lugar, en el sentido que basta la mera publicación para que comience a correr el plazo de dos meses a efectos de inadmisibilidad:

"...A la vista de todo lo anterior, y de conformidad con lo que dispone la Ley 29/1998 en sus artículos 69 e) -que contempla como causa de inadmisibilidad del recurso contencioso- administrativo la consistente en la presentación del escrito inicial fuera del plazo establecido- y 46.1 -que fija este plazo en el de dos meses a contar desde el día siguiente al de la publicación de la disposición impugnada-, deviene obligado acoger esa causa de inadmisión, pues el recurso contencioso-administrativo se interpuso el día 5 de enero de 1999, mientras que -según transcribe la propia parte actora, ahora en el escrito de interposición del recurso de casación- el acuerdo de aprobación definitiva del PGOU de ......... fue publicado con las normas urbanísticas aprobadas en el Boletín Oficial de la Provincia de Alicante número 110, de 18 de mayo de 1998, publicándose la reseña) en el D.O.G.V. núm. 3291, de fecha 22 de julio de 1998.."...".

Es decir, el Tribunal Supremo deja muy claro, concretamente a esta Sala que nos encontramos ante una disposición de carácter general y, en cuanto tal, su plazo para la interposición del correspondiente recurso comienza en el momento de la publicación sin necesidad de notificaciones adicional de ningún tipo.”

Así pues, según la alegada jurisprudencia, podemos entender que los plazos para interponer recursos comienzan bien con la notificación expresa de la aprobación del acto, esto es 7 de noviembre de 2007, momento en que se notifica a la CHJ el acuerdo de la Comisión Territorial de urbanismo por el que se aprueba de forma condicionada la homologación y Plan Parcial del sector el Tossal de la Pobla del Duc, o 25 de abril de 2008, momento en que se notifica a la CHJ la resolución de la de la Directora General de Ordenación del Territorio por la que se dan por subsanados los condicionantes del acuerdo de la CTU, o bien desde la publicación de la aprobación del acto con transcripción de las normas urbanísticas en el BOP, esto es desde el 11 de octubre de 2008, por tanto en el momento de interposición del recurso, en fecha 1 de abril de 2009, ya habían transcurrido los 2 meses preceptivos.

2º Para el supuesto de que se considere por la Sala que el acto impugnado por el Abogado del Estado es el Acuerdo de 15 de mayo de 2007 de la Comisión Territorial de Urbanismo, como acredita el escrito de interposición de recurso contencioso administrativo, hay que señalar que:

2.A Dicho acto no es susceptible de recurso, por cuanto se trata de una aprobación supeditada, que carece de eficacia si no se aprueba definitivamente 

Concurriría pues, la causa de inadmisibilidad del artículo 51.1.c) de la LJCA que dispone:

1. El Juzgado o Sala, previa reclamación y examen del expediente administrativo, 
si lo considera necesario, declarará no haber lugar a la admisión del recurso 
cuando constare de modo inequívoco y manifiesto:

c) Haberse interpuesto el recurso contra actividad no susceptible de impugnación.

Destacamos en este supuesto lo dispuesto por este Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª, en Sentencia de 12 Mayo. 2006, rec. 8459/2003:

“Es jurisprudencia reiterada la que afirma, con el carácter de regla general, que los actos de aprobación provisional de los instrumentos de planeamiento no son susceptibles de recurso contencioso-administrativo, pues se trata de actos de mero trámite cuya eficacia está supeditada a la aprobación definitiva; siendo en este momento ulterior en el que pueden ser impugnados todos aquellos extremos y determinaciones contenidas en el planeamiento aprobado, incluso aquéllas que dependiesen exclusivamente de la autonomía municipal. Dicha jurisprudencia puede verse, por todas, en la reciente sentencia de esta Sala de fecha 1 de febrero de 2005 (dictada en el recurso de casación número 250 de 2002), así como en la de 19 de octubre de 1993 (dictada en el recurso de apelación número 544 de 1991), de oportuna cita pues en ella se concretan cuales son las excepciones a esa regla general de la no impugnabilidad de aquellos actos. Descansa esa jurisprudencia y la regla general que consagra en la lógica apreciación de que mientras no recaiga la aprobación definitiva se ignora en realidad el contenido y alcance de las determinaciones urbanísticas y, también, si han quedado subsanados, o no, posibles defectos formales invalidantes; por lo que resulta lógico que, hasta entonces, no puedan impugnarse; sin que ello produzca indefensión alguna a la recurrente, ya que ésta está legitimada para ejercer, una vez aprobados definitivamente aquellos instrumentos, cualesquiera acciones de que se crea asistida.”

2.B Subsidiariamente, para el supuesto de que se considere que dicho acto es susceptible de recurso contencioso-administrativo, no cabría la admisión de recurso contencioso-administrativo contra el mismo por haber caducado el plazo de interposición del recurso al haber transcurrido el plazo de dos meses desde la notificación al representante del Estado en fecha 7 de noviembre de 2007, del acuerdo de la Comisión Territorial de urbanismo por el que se aprueba de forma condicionada la homologación y Plan Parcial del sector el Tossal de la Pobla del Duc, volvemos a recordar que el recurso se interpone el 1 de abril de 2009.
Ello de conformidad con el alegado artículo 51.1 de la LJCA. Esta vez en su apartado d):

1. El Juzgado o Sala, previa reclamación y examen del expediente administrativo, 
si lo considera necesario, declarará no haber lugar a la admisión del recurso 
cuando constare de modo inequívoco y manifiesto:
d) Haber caducado el plazo de interposición del recurso.

3º Para el supuesto de que se considere que el acto impugnado es la Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio de 7 de marzo 2008 por la que se aprueba el Plan Parcial tampoco cabría la admisión del recurso contencioso-administrativo interpuesto al haber transcurrido el plazo de dos meses desde que CONFEDERACIÓN HIDROGRÁFICA TUVO CONOCIMIENTO DE LA APROBACIÓN DE DICHA RESOLUCIÓN EN FECHA 25 DE ABRIL DE 2008 (artículo 51.1.d) LJCA) o en todo caso al haber transcurrido el plazo de dos meses desde la publicación en el BOP en fecha 11 de octubre de 2008 de la Resolución de 7 de marzo de 2008 de la Directora General de Ordenación del Territorio por la que se subsanan las deficiencias a que se refiere el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 15 de mayo de 2007 y se declara definitivamente aprobada la Homologación y Plan Parcial Sector el Tossal, entrando en vigor dicho planeamiento de conformidad con el artículo 70.2 de la Ley 7/1985 Reguladora de Bases de Régimen Local y 107 de la LUV en relación con el articulo 57 de la ley 30/1992.

Asimismo, debemos destacar, que la sala del Tribunal Supremo al que nos dirigimos ha venido admitiendo los recursos formulados contra las inadmisiones del Tribunal Superior de Justicia de Valencia interpuestas contra la aprobación “condicionada” en supuestos similares a este, y ello al considerar que el acto no requiere de una aprobación posterior, sino solo de la supervisión de que el condicionante se cumple, destacamos la sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª, de 15 Oct. 2010, rec. 4629/2009:

“En el caso examinado se impugnaba, como recogimos en el antecedente primero y ahora reiteramos, el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valencia de 15 de mayo de 2007 que aprueba la Homologación modificativa y el Plan Parcial del Sector industrial "El Corcot" en el término municipal de Canals (Valencia), supeditando o condicionando la aprobación definitiva a que se justifique, por lo que hace al caso, la suficiencia de recursos hídricos y la implantación de infraestructuras necesarias de canalización mediante un informe de la empresa gestora.

El contenido del acuerdo impugnado revela, a juicio de esta Sala, que estamos ante la aprobación definitiva de un plan general. Y ello es así por las siguientes razones.

A) El acuerdo ha sido aprobado definitivamente aunque sujeto a un "condicionado", es decir, se " supedita la aprobación definitiva ", según declara el acuerdo recurrido en la instancia a unas circunstancias. Entre ellas, que se justifique la suficiencia de recursos hídricos (...) mediante un nuevo informe de la empresa gestora . Si bien, se alude a que tal informe se remita a la Confederación para que la misma se pronuncie en un plazo concreto y se determinen las consecuencias de la falta de informe del organismo de cuenca. Pues bien, el cumplimiento de esta exigencia no priva a la aprobación de su carácter definitivo en la medida que puede cuestionarse en el recurso contencioso administrativo si se han, o no, observado las formalidades precisas para su aprobación o si se han seguido, o no, los trámites exigidos en su sustanciación, concretamente el cumplimiento del artículo 25.4 de la Ley de Aguas . 

B) El plan no vuelve a ser sometido a otra aprobación posterior. En efecto, la aprobación impugnada en la instancia se ha realizado al amparo del artículo 41 de la Ley valenciana 6/1994 , que diferencia entre aprobación parcial y supeditada. En el caso de la segunda, por lo que hace al caso, establece que para los reparos de "alcance limitado" , puede procederse a la subsanación mediante una "corrección técnica específica" a la que se supedita la eficacia de la aprobación, que puede hacerse por un órgano subordinado, incluso unipersonal, mediante la comprobación de la corrección acordada. De manera que, sin entrar en la cuestión de fondo sobre la interpretación y aplicación del artículo 41 citado, se puede efectivamente impugnar en sede jurisdiccional tanto si puede aprobarse un plan general, sin, o en contra, del informe del artículo 25.4 del TR de la Ley de Aguas de 2001, cómo si el supuesto concreto examinado es un caso que encaja o no en el indicado artículo 41. 

C) Es cierto que venimos diferenciado entre el acto aprobatorio de un plan de urbanismo y el contenido dicha disposición general, para señalar que en el primer caso estamos ante la impugnación de un acto administrativo y en el segundo de una disposición general, porque se cuestiona la legalidad de sus determinaciones concretas. Sobre esta diferencia, que hemos realizado esencialmente a propósito de la aplicación del artículo 107.3 de la Ley 30/1992, podemos citar la sentencia de 11 de diciembre de 2009 (LA LEY 247693/2009) (recurso de casación nº 5100/2005). Pues bien, ahora estamos ante un supuesto que no coincide con estos casos porque si bien no se impugnan las concretas previsiones materiales del plan, tampoco se cuestionan los requisitos de orden formal en el acto de aprobación. Lo que en realidad se cuestiona en el recurso contencioso administrativo es si podría, o no, aprobarse un plan en las condiciones que se hace en este caso, a tenor del contenido del artículo 25.4 del TR de la Ley de Aguas de 2001 , respecto de la disponibilidad de recursos hídricos que satisfagan las demandas de agua que comporta el nuevo plan, lo que se conecta con el propio procedimiento de elaboración del plan y la naturaleza de los informes que se exigen en el curso del mismo. 

SEXTO.- No estamos, por el contrario, y hacemos ahora una delimitación negativa, ante un acto de aprobación inicial o provisional del plan general respecto de los cuales efectivamente hemos declarado su carácter de acto de trámite, aunque con alguna matización que merece la pena constatar. Así, venimos declarando, por todas Sentencia de 26 de junio de 2008, dictada en el recurso de casación nº 1662/207 que « este Tribunal Supremo tiene dicho que los actos de trámite son impugnables cuando se alegan causas de nulidad de pleno derecho, y, en concreto, lo ha dicho a propósito de las aprobaciones iniciales y provisionales de los planes urbanísticos. (..)Sin embargo, hemos declarado (v.g. sentencia de 16 de Diciembre de 1999 (LA LEY 2824/2000), casación nº 3343/1994 ) que ello es así cuando se alegan "vicios de forma independientes del resultado final del procedimiento ", es decir, precisamos ahora, causas de nulidad que no se refieran al fondo de lo debatido sino a requisitos de forma para cuyo enjuiciamiento no es necesario entrar en el estudio de la regularidad material del acto, pues de otra manera se haría posible enjuiciar anticipadamente lo que ni siquiera se sabe si va a ser decidido en el acto final. Por el contrario, los vicios de forma que acarrean la nulidad del acto de trámite (v.g. incompetencia del órgano, defectuosa composición de éste, falta total y absoluta de los trámites legalmente establecidos, etc) son causas de nulidad ya producidas y para cuyo examen no es necesario estudiar el contenido sustantivo del acto, más allá de lo necesario para averiguar su naturaleza y su caracterización ». “

Por tanto, entendemos que si la Sala admite los recursos contra las aprobaciones supeditadas al interpretarlas definitivas, no puede admitirse posteriormente un nuevo recurso , como es en este caso contra la Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio de 25 de abril de 2008 por la que se aprueba el Plan Parcial.

Además de lo anterior, y tal y como se defendió en el escrito de contestación a la demanda, no existe adecuación o identidad entre la interposición del recurso y la demanda posterior, por cuanto en el primero únicamente se recurre el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valencia, de la Conselleria de Territori i Habitatge, de 15 de mayo de 2007, al disponerlo así expresamente, y en la demanda posterior el Abogado del Estado señala como objeto de la misma no sólo el Acuerdo de 15 de mayo de 2007 sino también la Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio, de 7 de marzo de 2008.

Como consecuencia de dicha falta de correlación, exige la jurisprudencia que HABRÁ DE ESTARSE AL ESCRITO DE INTERPOSICIÓN PARA DELIMITAR EL OBJETO LITIGIOSO (sentencia de 4 de febrero de 1983). De modo que cumpliendo con ello únicamente debe considerarse impugnado el Acuerdo de 15 de mayo de 2007, y no la Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio, de 7 de marzo de 2008

Así, destacamos la sentencia del Tribunal Supremo Sala 3ª, sec. 5ª, de 22 de septiembre de 2011, rec. 4312/2007, Pte: Rodríguez-Zapata Pérez, Jorge:

“Razona la Sala que procede desestimar el recurso, más que inadmitirlo, precisamente por las razones de fondo que expone. Considera que la representación de las entidades mercantiles actoras incurrió en una desviación procesal evidente, al dirigir su recurso en el escrito de interposición contra un acto administrativo (el citado de 19 de mayo de 2005) e impugnar posteriormente, en el suplico de su escrito de demanda, un acto netamente distinto (acuerdo de subsanación referente a licencia de 15 de septiembre de 2005) frente al que, además, había pedido a la Sala de instancia una primera ampliación del recurso que le había sido denegada por la misma en un Auto (de 16 de noviembre de 2005) de denegación de la ampliación que la demandante no había, siquiera, recurrido en súplica.

… La contradicción entre el escrito de interposición y el suplico de la demanda fue valorada en la sentencia. Considera la Sala de instancia, por ello, que existe desviación procesal y que el acto municipal impugnado en forma desviada en la demanda, pese a que, como ya hemos dicho, fue excluido expresa e inequívocamente del proceso “ a quo “ por una resolución interlocutoria firme, no puede considerarse instrumento idóneo para impugnar en forma indirecta ni la aprobación provisional (Acuerdo de 28 de diciembre 2001) ni la definitiva por la Comisión Territorial de Urbanismo (Acuerdo de 3 de octubre de 2002) de la modificación puntual número 1 del Plan General de Ordenación Urbana del municipio, que también se intentaba. Trae la Sala a colación, al respecto, una sentencia de este Tribunal -que, correctamente citada, es la de 17 de octubre 2002 (Casación en interés de ley 3485/2001)- en la que se aclara que en un recurso indirecto contra una norma no se esgrime una pretensión autónoma contra la misma, sino contra su acto de aplicación con base en la ilegalidad de aquélla, para concluir que la impugnación indirecta es un motivo de impugnación del acto de que se trate en cada caso, por lo que al no existir impugnación directa del acto de 15 de septiembre de 2005 que sea admisible no cabe una impugnación indirecta de la norma, ya que solo se puede esgrimir ésta como motivo de impugnación del acto: en la impugnación indirecta -concluye- el objeto procesal es el acto y no la disposición.

…

SEGUNDO.-.- Explicada de esta forma la complicada impugnación es de recordar que una jurisprudencia constante de esta Sala exige una concordancia obligada entre los escritos de interposición y el de demanda. Así en las sentencias de 30 de junio de 2011 (Casación 3388/2007), de 23 de septiembre de 2000 (Casación 5017/1995) y de 4 de abril de 2000 (Casación 7480/1994), precisamos que el escrito de interposición del recurso contencioso-administrativo concreta los actos administrativos sobre los que puede proyectarse la acción revisora de este orden de jurisdicción, delimitando así el contenido sustancial del proceso. No puede éste alterarse posteriormente en la demanda salvo supuestos de ampliación que -como hemos dicho- habían sido excluidos de plano en este caso. Si se alteran los actos impugnados en el momento procesal ulterior de la demanda se incurre en el vicio de desviación procesal, que acarrea inexorablemente la inadmisibilidad del recurso frente a ellos (Sentencias de 13 de marzo (Casación 1189/1993) y 9 de junio de 1.999 (Casación 3596/1993).

La sentencia recurrida en este caso ha venido a aplicar aquí lo que nuestra jurisprudencia ha venido señalando como desviación procesal. Cuando ésta se produce procede declarar la inadmisibilidad de las pretensiones formuladas contra los actos que no han sido objeto del escrito de interposición, lo que -al no existir impugnación directa del acto de 15 de septiembre de 2005- alcanzaba correctamente en el caso a las impugnaciones indirectas de las aprobaciones provisional y definitiva del planeamiento, conforme a la Sentencia de esta Sala, ya citada, de 17 de octubre de 2002, cuya doctrina reitera la Sentencia de 22 de septiembre de 2010 (Casación 1985/2009).

En conclusión, procedía la inadmision del recurso porque:

- El Acuerdo de 15 de mayo de 2007 de la Comisión Territorial de Urbanismo, era una aprobación provisional sobre la que no cabía interposición de recurso, y aun en el supuesto de entenderlo definitivo, como la interpretación que realiza esta Sala, en el momento en que se interpone el recurso, 1 de abril de 2009, ya había caducado la acción, de conformidad con el articulo 51.1.d) de la LJCA.

- La Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio de 7 de marzo de 2008, fue notificada a la Confederación Hidrográfica el 25 de abril de 2008, por lo que en el momento de la interposición del recurso ya habían transcurrido el plazo de dos meses (artículo 51.1.d) LJCA). 

- Con la publicación en el BOP en fecha 11 de octubre de 2008 de la Resolución de 7 de marzo de 2008 de la Directora General de Ordenación del Territorio por la que se subsanan las deficiencias a que se refiere el Acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de 15 de mayo de 2007 y se declara definitivamente aprobada la Homologación y Plan Parcial Sector el Tossal, entró en vigor dicho planeamiento de conformidad con el artículo 70.2 de la Ley 7/1985 Reguladora de Bases de Régimen Local y 107 de la LUV en relación con el articulo 57 de la ley 30/1992. Así, en el momento de la interposición del recurso ya había transcurrido el plazo de 2 meses del articulo 51.1.d de la LJCA

- Una reseña publicada, en un supuesto como el que nos ocupa donde el planeamiento ya ha entrado en vigor y es firme el acto administrativo no puede entenderse susceptible de recurso, existiendo jurisprudencia de esta sala que defiende que la publicación, en definitiva, es condición de eficacia pero no de validez del plan.
- Una reseña no concede pie de recurso, ni su naturaleza jurídica es de acto que otorgue la publicidad, es un requisito “extra” que imponía la Comunidad Autónoma en el articulo 104.2 de la Ley 16/2005
, que además ha sido modificado por el Decreto-ley 2/2010
 y actualmente no se requiere.
- Existe incongruencia entre lo impugnado en el escrito de interposición del recurso contencioso administrativo y lo solicitado en el escrito de demanda.

Lo que no puede entenderse porque vulneraría el principio de seguridad jurídica establecido en el artículo 9.3 de la Constitución Española es que pueda impugnarse un acto hasta en 4 ocasiones:

· Aprobación condicionada

· Resolución de la Conseller de subsanación de la condición y aprobación definitiva

· Publicación en el BOP de la aprobación definitiva

· Publicación en el DOCV de una simple la reseña que solo se exigía en una Comunidad Autónoma.
TERCERO.- INFRACCIÓN DEL ARTÍCULO 25.4 EN RELACIÓN CON LA DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE AGUAS
Esta parte considera asimismo que se ha vulnerado el artículo 25.4 de la Ley de Aguas en relación con la Disposición Transitoria Primera del Texto Refundido de la Ley de Aguas, por cuanto erróneamente, dicho con respeto y en estrictos términos de defensa, se ha considerado como vinculante el Informe inexistente de la Confederación Hidrográfica vulnerando dicha norma. El artículo 25. 4 y la Disposición Transitoria Primera disponen expresamente que:
Artículo 25. Colaboración con las Comunidades Autónomas. 4. Las Confederaciones Hidrográficas emitirán informe previo, en el plazo y supuestos que reglamentariamente se determinen, sobre los actos y planes que las Comunidades Autónomas hayan de aprobar en el ejercicio de sus competencias, entre otras, en materia de medio ambiente, ordenación del territorio y urbanismo, espacios naturales, pesca, montes, regadíos y obras públicas de interés regional, siempre que tales actos y planes afecten al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales o a los usos permitidos en terrenos de dominio público hidráulico y en sus zonas de servidumbre y policía, teniendo en cuenta a estos efectos lo previsto en la planificación hidráulica y en las planificaciones sectoriales aprobadas por el Gobierno.

Cuando los actos o planes de las Comunidades Autónomas o de las entidades locales comporten nuevas demandas de recursos hídricos, el informe de la Confederación Hidrográfica se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer tales demandas.

El informe se entenderá desfavorable si no se emite en el plazo establecido al efecto.

Lo dispuesto en este apartado será también de aplicación a los actos y ordenanzas que aprueben las entidades locales en el ámbito de sus competencias, salvo que se trate de actos dictados en aplicación de instrumentos de planeamiento que hayan sido objeto del correspondiente informe previo de la Confederación Hidrográfica.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. Titulares de derechos sobre aguas públicas derivados de la Ley de 13 de junio de 1879.

1. Quienes, conforme a la normativa anterior a la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas, fueran titulares de aprovechamiento de aguas públicas en virtud de concesión administrativa o prescripción acreditada, así como de autorizaciones de ocupación o utilización del dominio público estatal, seguirán disfrutando de sus derechos, de acuerdo con el contenido de sus títulos administrativos y lo que la propia Ley 29/1985 establece, durante un plazo máximo de 75 años a partir de la entrada en vigor de la misma, de no fijarse en su título otro menor.

2. Los aprovechamientos de aguas definidas como públicas según la normativa anterior a la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas, quedarán legalizados mediante inscripción en el Registro de Aguas, siempre que sus titulares hayan acreditado el derecho a la utilización del recurso de conformidad con lo establecido en la disposición transitoria primera 2 de esa ley.
El derecho a la utilización del recurso se prolongará por un plazo de 75 años, contados desde la entrada en vigor de dicha Ley, sin perjuicio de que la Administración ajuste el caudal del aprovechamiento a las necesidades reales.

A) DE LA INEXISTENCIA DE NUEVAS DEMANDAS DE RECURSOS HÍDRICOS

Como se ha recogido en los hechos probados, en el año 2007, fecha de la aprobación del Acuerdo de CTU, La Pobla del Duc tenía concedido 0 m3/año de recursos hídricos. No obstante, (como es obvio) tenía un consumo de agua tanto para el abastecimiento de la población como para riego. A modo de resumen se recogen datos de consumo hídrico:
	CONSUMO (m3/año)
	TOTAL

	CHJ (estimación según informe de marzo 07)
	2.069.356 m3

	 Ayto.(estimación últimos diez años junio 07)


 PAI.(estimación tras ejecución)
	530.099 m3

473.624 m3


Obviamente a día de hoy se sigue consumiendo aproximadamente 530.000 m3. Dicho consumo no se disminuirá en el supuesto de no ejecutarse el PAI y su Plan Parcial aprobado por CTU.
Es preceptivo indicar que la totalidad de los recursos hídricos de que a día de hoy dispone La Pobla del Duc, no los dispone por concesión, sino por prescripción adquisitiva, en función de los recursos hídricos de que disponía en 1986 y durante estos años. 
En contra de lo manifestado por CHJ el polígono a realizar (si se ejecuta) no va a traer consigo el aumento de recursos hídricos, sino todo lo contrario, una reducción de los mismos, motivo por el cual no es vinculante el informe de CHJ.

B) DE LA NATURALEZA JURÍDICA DEL INFORME DE CONFEDERACIÓN
Para el supuesto de que se entendiera que la actuación propuesta va a traer consigo nueva demanda de recursos hídricos vamos a proceder a explicar que el informe de CHJ en el caso que nos ocupa sería no vinculante. Esta parte no va a entrar a analizar el carácter preceptivo del Informe de Confederación en cuanto entendemos que se trata de un hecho indiscutible. La discrepancia estriba en el carácter vinculante del Informe en la fecha de los hechos (junio de 2007).
La Sentencia recurrida en este acto, en el fundamento jurídico tercero, se basa para determinar el carácter vinculante del Informe en unas Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 2011, de 25 de octubre y de 4 de abril. Dichas sentencias se basan en una legislación y en una doctrina que no son de aplicación al caso que nos ocupa por cuanto en la fecha de los hechos del presente procedimiento no se hallaba en vigor la Ley del Suelo de 2007 ni el Texto Refundido de 2008.
Al supuesto de hecho ante el cual nos hallamos le es de aplicación el contenido del mencionado Auto del TSJ de la Comunidad Valenciana de 15 de enero de 2007 (ya mencionado por esta parte en el escrito de demanda), que como bien señala la Sentencia (ver fundamento jurídico 3, folio 10) “se decantó por el carácter no vinculante del Informe”. Cuestión diferente es que como prosigue el texto de la sentencia transcrita con posterioridad con la entrada en vigor de la Ley del Suelo se haya visto modificado dicho extremo, así haciendo referencia a dicho Auto la Sentencia recurrida señala expresamente que:
“La cuestión fue analizada exhaustivamente en el Auto de 15 de enero de 2007 (recurso 1003/2006) que se decantó por el carácter no vinculante del informe, con el argumento principal de que no viene recogido en ningún precepto,…

Con posterioridad a dicho pronunciamiento, tanto la Ley del Suelo de 2007, como el Texto Refundido de 2008, catalogaron los informes de la administración hidráulica como “determinantes” para el contenido de la memoria ambiental, lo cual plantea una hipótesis carcana al valor vinculante de los informes, esto es, su carácter “determinante” o “materialmente vinculante”…
… el informe previo de la Admistración Hidráulica se erige como una base informativa decisiva para que el planteamiento urbanístico pueda acreditar la garantía del suministro de agua en los nuevos desarrollos, por lo que puede decirse que el informe es en cierto modo materialmente vinculante aunque formal y jurídicamente no lo sea, sobre todo si se trata de un informe expreso e implica la inviabilidad material de la actuación urbanística”.

De modo que la misma Sentencia reconoce que por aplicación de dicho Auto antes de la entrada en vigor de la Ley del Suelo, Ley 8/2007, de 28 de mayo de 2007 (en adelante Ley 8/2007) el informe de Confederación tenía el carácter de no vinculante, si bien por error, debido a la fecha tardía de la Sentencia el Tribunal ha entendido que el supuesto enjuiciado se hallaba bajo la vigencia de la Ley de 2007 y no bajo la legislación anterior, Ley 6/1998
 
Dicha Ley 8/2007, de suelo, entró en vigor tal  como señala su DISPOSICIÓN FINAL CUARTA  el día 1 de julio de 2007. Los Informes existentes de Confederación Hidrográfica del Júcar no sólo son anteriores a la entrada en vigor de dicha Ley en cuanto datan de 27/3/2007 y de 9/5/2007 sino que además en el momento en que la  Comisión Territorial de Urbanismo aprobó la Homologación y Plan Parcial del Sector El Tossal, 15 de mayo de 2007, la legislación aplicable era la Ley 6/1998. Por lo tanto la jurisprudencia aplicable es la existente sobre dicha legislación y momento, resultando plenamente aplicable el contenido del Auto del TSJ de la Comunidad Valenciana de 15 de enero de 2007.

De modo que no resulta de aplicación al caso que nos ocupa la Ley del Suelo de 2007, ni la doctrina surgida en torno a la misma, sino la legislación anterior, Ley 6/1998, y por lo tanto la jurisprudencia existente sobre dicha legislación, resultando plenamente aplicable el Auto del TSJ de la Comunidad Valenciana de 15 de enero de 2007, en virtud de la cual resultan no vinculantes los Informes de CHJ, en contra de lo manifestado en la Sentencia.
Al respecto es unánime también la doctrina
, inclinándose por considerar que nos hallamos ante un informe no vinculante. Así:

· ISABEL CARO-PATON CARMONA, tras criticar que “el precepto adolece de precisión” y que no señala “cuál es el efecto del informe negativo: si prohíbe o no la aprobación del plan urbanístico”, acaba concluyendo que se trata de un informe no vinculante: “como la ley de aguas no resuelve, hay que aplicar aquí las previsiones de la LRJAP, donde se indica que salvo disposición expresa en contrario, los informes no son vinculantes”.

·  DAVID BLANQUER no llega a pronunciarse sobre su carácter vinculante, pero destaca que la aplicación del artículo 25.4 de la Ley de Aguas de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional “fuerza una interpretación restringida de las competencias estatales para impedir la invasión de competencias de las Comunidades Autónomas”.

· GONZÁLEZ VARAZ IBAÑEZ habla de “la no vinculatoriedad” del informe sobre suficiencia de agua del artículo 25.4 de la Ley de Aguas.

·  FRANCISCO DELGADO PIQUERAS y JOSE ANTONIO CARRILLO MORENTE señalan que “el artículo 25.4 de la Ley de Aguas no da fuerza vinculante la informe del Organismo de Cuenca y, por tanto, es incuestionable que este informe no lo es”.
C) DE LA FALTA DE INFORME Y SUS EFECTOS
En relación con la fundamentación anterior debemos decir además que no sólo es que los informes emitidos expresamente por Confederación fueran no vinculantes en el supuesto que nos ocupa (por inexistencia de nueva demanda de recursos hídricos, como por aplicación del Auto del TSJ de la Comunidad Valenciana de 15/1/2007, como por la inaplicabilidd de la Ley del Suelo de 2007) sino que además el informe al no existir e implicar la inviabilidad material de la actuación urbanística no puede deducirse de precepto alguno que sea “materiamente vinculante”.

Los hechos tal y como sucedieron son los siguientes:

1º La Confederación Hidrográfica del Júcar (CHJ) emitió un primer informe sobre Plan Parcial del Sector El Tossal en fecha 27 de marzo 2007, dicho informe fue desfavorable.
2º El segundo informe de CHJ de 9 de mayo de 2.007 fue también desfavorable, basándose en que la concesión de los sondeos de Las Cuevas y Yesares (expediente nº 1988IP3369) estaba en trámite
 en dicho momento, concluyendo que "no está justificado el derecho sobre el uso del agua con que se pretende abastecer las demandas". 

3º En junio de 2007 la Pobla del Duc remitió a CHJ un nuevo escrito sobre la suficiencia de recursos hídricos, complementario al emitido el 20 de febrero de 2.007. (ver documento nº 2 del escrito de demanda consistente en el informe de 28 de junio de 2007 del ingeniero de caminos canales y puertos Josep Blasco Pla).
Dicho informe contrarrestaba las estimaciones realizadas por la Confederación Hidrográfica (CHJ):

· En este documento se justifica que el consumo medio total de los últimos 10 años asciende a 530.099 m3/año, cifra muy inferior a la estimada por CHJ en sus informes:

	CONSUMO (m3/año)
	Población
	Riego campos
	TOTAL

	CHJ (marzo 07)
	241.356
	1.828.000
	2.069.356

	Ayto. (junio 07)
	176.514
	353.585
	530.099


· Incluye la posibilidad de reutilizar el agua depurada por las nuevas EDARs (casco urbano y polígono). 

· En la estimación de la demanda a medio plazo se considera que el agua para riego no se extraerá del pozo, sino que se emplearán aguas residuales depuradas que proceden de los consumos del nuevo Polígono Industrial y núcleo urbano actual. 
· Por todo lo cual, a medio plazo las necesidades de agua de la población serían de 473.624 m3/año. 

A este informe justificado y detallado, el cual presenta novedades respecto al informe anterior de febrero de 2007 NUNCA CONTESTÓ CHJ (claro supuesto de desviación procesal como señalaremos en el último punto de este escrito), por ello esta parte entiende que no se le puede dar el mismo valor a un informe desfavorable expreso que a un informe desfavorable por silencio negativo. Ya hemos señalado en el apartado anterior que los informes de CHJ antes de la entrada en vigor de la Ley del Suelo de 2007 eran NO VINCULANTES, por ello con mayor motivo las denegaciones por silencio negativo deben considerarse menos vinculantes todavía si cabe.

En este punto señala el Auto de 15/1/2007 del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, Sección Primera de la Sala de lo Contencioso (que como hemos señalado es totalmente de aplicación al caso que nos ocupa), que “se hace difícil admitir que una Administración, en este caso el Estado, pueda limitar las competencias de la Comunidad Autónoma o Municipio con base en el silencio administrativo negativo, pues para limitar una competencia es necesario exponer de forma clara y precisa en qué modo y manera la actuación de una Administración limita o cercena las competencias de otra administración”.

De modo que debemos concluir que el Informe de la CHJ, para el caso de que hubiera existido NO ES VINCULANTE, SINO SIMPLEMENTE PRECEPTIVO en virtud de la legislación existente en el momento, antes de la entrada en vigor de le Ley del Suelo de 2007.

Consideramos que no ha existido dicho Informe en cuanto pese a la existencia de dos informes desfavorables anteriores, en junio de 2007 el Alcalde de la Pobla del Duc remitió un nuevo informe a Confederación Hidrográfica (CHJ) con datos y fundamentos nuevos, informe al que debía haber contestado la CHJ. De modo que no habiéndolo hecho se entiende en virtud del artículo 25.4 de la Ley de Aguas como desfavorable, sin más, NO VINCULANTE Y NO DETERMINANTE. O incluso en el supuesto de que se considere que deben ser de aplicación los otros dos informes desfavorables señalar que los mismso deben igualmente considerarse como NO VINCULANTES en base a la doctrina y jurisprudencia alegada.
De modo que partiendo del hecho de la ausencia del último Informe solicitado a Confederación consideramos que no puede atribuirse al Organismo de Cuenca con dicha actuación ineficaz el mismo efecto que si hubiera actuado con total eficacia emitiendo el correspondiente informe. Y lo más importante, no puede comprenderse que la administración estatal pueda limitar las competencias de la administración autonómica mediante el silencio negativo.
La propia sentencia recurrida, en el folio 11, en la transcripción de las Sentencias del TSJ mencionadas, implícitamente nos da la razón al señalar expresamente haciendo referencia dicha doctrina sobre los informes determinantes tras la entrada en vigor de la Ley del Suelo, al señalar que:

“el informe es en cierto modo materialmente vinculante aunque formal y jurídicamente no lo sea, sobretodo si se trata de un informe expreso e implica inviabilidad material de la actuación urbanística”.

De modo que la propia doctrina posterior a la entrada en vigor de la Ley de Suelo de 2007 aunque determina el carácter determinante del Informe, distingue a estos efectos si es expreso o no. Atribuyendo a éste último un menor efecto por no ser expreso. 
Por último en relación al hecho de que la administración estatal no pueda limitar las competencias de la administración autonómica mediante un uso ilegítimo de sus competencias (el silencio negativo) el Tribunal Constitucional en su sentencia 40/1998, de 19 de febrero ha señalado que:
“(...) la atribución a las Comunidades Autónomas de la función ordenadora del territorio “no puede entenderse en términos tan absolutos que elimine o destruya las competencias que la propia Constitución reserva al Estado, aunque el uso que éste haga de ellas condicione necesariamente la ordenación del territorio”, siendo legítimo tal condicionamiento cuando “el ejercicio de esas otras competencias se mantenga dentro de sus límites propios, sin utilizarlas para proceder, bajo su cobertura, a la ordenación del territorio en el que han de ejercerse. Habrá de atenderse, por tanto, en cada caso a cuál sea la competencia ejercida por el Estado, y sobre qué parte del territorio de la Comunidad Autónoma opera, para resolver sobre la legitimidad o ilegitimidad de los preceptos impugnados” [fundamento jurídico 1.º, B); en el mismo sentido, STC 36/1994, fundamento jurídico 3.º]. Debe tenerse en cuenta, en última instancia, que cuando la Constitución atribuye al Estado una competencia exclusiva lo hace porque bajo la misma subyace -o, al menos, así lo entiende el constituyente- un interés general, interés que debe prevalecer sobre los intereses que puedan tener otras entidades territoriales afectadas, aunque, evidentemente, esto sólo será así cuando la competencia se ejerza de manera legítima: es decir, cuando la concreta medida que se adopte encaje, efectivamente, en el correspondiente título competencial, cuando se haya acudido previamente a cauces cooperativos para escuchar a las entidades afectadas, cuando la competencia autonómica no se limite más de lo necesario, etcétera.
(...)
Este Tribunal ya ha tenido ocasión de referirse a la técnica del informe vinculante. Así, en la STC 103/1989), se afirma que se trata de “un expediente de acomodación o integración entre dos competencias concurrentes -estatal y autonómica- que, partiendo de títulos diversos y con distinto objeto jurídico, convergen sobre un mismo espacio físico, y que están llamadas, en consecuencia, a cohonestarse” [fundamento jurídico 7.º, a)], si bien “la 'conformidad' de la Administración estatal ... sólo habrá de considerarse exigible cuando dicha declaración afecta a espacios o enclaves físicos sobre los que se proyecte una competencia estatal concurrente, a fin de garantizar, efectivamente, la integridad de la competencia del Estado” [fundamento jurídico 7.º, c)]. Y en la STC 149/1991 hemos sostenido la legitimidad de esta técnica, si bien poniendo de relieve que la exigencia de un informe de esta naturaleza “convierte, de hecho, la aprobación final del plan o proyecto en un acto complejo en el que han de concurrir dos voluntades distintas y esa concurrencia necesaria sólo es constitucionalmente admisible cuando ambas voluntades resuelven sobre asuntos de su propia competencia” [fundamento jurídico 7.º, A), c)]. 
(...)
Por todo lo cual esta parte considera que no puede atribuirse ningún efecto vinculante al silencio de la Confederación Hidrográfica ya que ello implicaría una limitación ilegítima de las competencias por parte del Estado a la Comuidad Autónoma.
D) DEL CONTENIDO DEL INFORME
En el fundamento jurídico cuarto de la Sentencia recurrida concluye el Tribunal que:

“La Sala alcanza la convicción de que esta deficiencia, la falta de disponibilidad de recursos hídricos, no ha sido justificada, ni subsanada y por consiguiente procede la estimación de la demanda y la declaración de nulidad de la Resolución de 7 de marzo de 2008 de la Directora General de Ordenación del Territorio…”
En dicho fundamento esta parte considera, dicho sea en estrictos términos de defensa, que el Tribunal incurre en diversos errores:

1º DE LA DISPONIBILIDAD DE RECURSOS HÍDRICOS

Como se ha señalado anteriormente en el apartado A) de este fundamento jurídico, si bien no existe concesión, la disponibilidad de recursos hídricos se entiende concedida por 75 años por prescripción adquisitiva en virtud de la disposición transitoria primera de la Ley de Aguas señalada con anterioridad.
2º DE LA AUSENCIA DE INFORME.- 

Otro error como hemos señalado consiste en realizar dicha afirmación sobre la base de los informes expresos desfavorables de CHJ, cuando en realidad debe partirse del Informe desfavorable por silencio negativo de CHJ. 
El Ayuntamiento con nuevos datos y nuevas justificaciones aportó nuevo Informe sobre suficiencia de recursos hídricos de 28/6/2007 a Confederación. Es de este último informe remitido por el Ayuntamiento del que debe partirse, y por lo tanto del informe desfavorable presunto no emitido al respecto por la Confederación Hidrográfica, y no de los anteriores informes de Confederación en cuanto respondían a unos informes diferentes del último aportado por el Ayuntamiento.
La Directora General se basó para la aprobación del Plan Parcial en el Informe del Ayuntamiento de 28 de junio de 2007 (aportado por esta parte como documento nº 2 del Escrito de Contestación a la demanda) en virtud del cual entendió que quedaba acreditada la existencia de recursos. Dicho Informe es el que nunca fue contestado por Confederación, ni siquiera como después veremos por el Abogado del Estado..
Es en base a éste último Informe sobre el que debe partirse para determinar si se entiende acreditada o no la disponibilidad de recursos hídricos, informe que acredita la existencia física de recursos hídricos suficientes para el suministro de las demandas actuales y las generadas por el nuevo sector industrial, hecho corroborado además por los documentos aportados en el escrito de contestación la demanda nº 2, 4 y 5, así como por el Informe de Diputación relativo al sondeo de 1977 obrante en el ramo de prueba. Documentos a los que no se ha hecho referencia en ningún momento en la Sentencia.
3º DEL CONTENIDO OBJETIVO DEL INFORME QUE DEBÍA EMITIR LA CONFEDERACIÓN HIDROGRÁFICA (SOBRE LA EXISTENCIA O NO FÍSICA DE RECURSOS HÍDRICOS SUFICIENTES).
En cuanto a los recursos hídricos disponibles es el Informe el que debía señalar los mismos, tanto los recursos hídricos obtenidos por concesión como los recursos obtenidos por prescripción adquisitiva.

Esta parte ya manifestó en su escrito de contestación a la demanda cual es el contenido que debía de haber tenido el Informe de Confederación. Como hemos dicho debemos partir de que no ha existido informe, en cuanto nunca se contestó al último informe presentado por el Ayuntamiento.

Por otra parte y dado que el Tribunal se basa para declarar la ausencia de disponibilidad de recursos hídricos en el fundamento cuarto de la Sentencia en los Informes de 23/3/2007 y de 9/5/2007 hay que señalar que el contenido de dichos Informes y la conclusión extraída por el Tribunal en base a los mimos vulnera el artículo 25.4 de la Ley de Aguas.
Así, establece el artículo 25.4 de la Ley de Aguas que el informe “se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer tales demandas”.

El concepto de “recurso suficiente” no equivale a caudal de agua concedido, de modo que el informe debía versar sobre la existencia o no de tales recursos y señalar la compatibilidad o no de su posible atribución con lo establecido en la planificación hidrológica, resultando posible que la demanda generada por el nuevo plan pueda satisfacerse mediante recursos hídricos disponibles, pero todavía no concedidos al Ayuntamiento o promotor de la actuación.
Sin embargo, el informe de confederación de 27/3/2007, en cuanto ésta no se ha limitado a señalar la existencia o inexistencia de tales recursos señala que:

“Se comprueba que la concesión del sondeo se encuentra en estado de trámite de inspección
, sin datos sobre registro…por lo que no está justificado el derecho sobre uso del agua con que se pretende abastecer las demandas expuestas… no queda acreditado el origen del agua a suministrar para la actuación”.
En el informe posterior de fecha 9/5/2007 señala en su última página:

“Analizada toda la documentación… no queda sino ratificar el Informe desfavorable anteriormente emitido, ya que no se mantienen los mismos supuestos… En efecto el pozo sobre el que se cargan las nuevas demandas es el denominado “Las Cuevas”, inscrito en el Registro de Aguas de esta CHJ con el volumen equivalente a las demandas realmente satisfechas antes de la entrada en vigor de la Ley 29/1985 de Aguas,… En consecuencia, nunca podría amparar incrementos de demandas posteriores sin la obtención de la pertinente concesión administrativa que ampara la totalidad de la explotación del susodicho pozo.” 

Con dicha actuación la Confederación (CHJ) y posteriormente la Sentencia recurrida al basarse en dichos Informes vulnera el artículo 25.4 de la Ley de Aguas, el cual exige a Confederación que emita un informe sobre la existencia o inexistencia de recurso asignable suficiente, y no un “certificado” de la existencia de una previa concesión o título administrativo inscrito en el Registro de Aguas que ampare el posible incremento del consumo del agua. El informe debía versar sobre la existencia física o no del recurso y la disponibilidad jurídica del mismo (mediante concesión o prescripción adquisitiva). Sin embargo, la Confederación Hidrográfica incumpliendo dicho contenido se limitó a hacer referencia a los recursos expresamente concedidos.
La resolución de CHJ de 11 de marzo de 2.008 establece que en los pozos de Las Cuevas y Yesares el caudal máximo sería equivalente a un volumen máximo anual de 2.721.557 m3, cifra más que suficiente para abastecer los consumos actuales y los demandados por el nuevo Polígono Industrial El Tossal. Asimismo, Confederación Hidrográfica en el primer informe sobre Plan Parcial del Sector El Tossal, estimó respecto a la disponibilidad de recursos hídricos, que la demanda actual del municipio era de 2.069.356 m3/año, de modo que si consideró que esa era la cantidad de recursos hídricos que se consumían, es porque el municipio tenía disponibilidad sobre los mismos. 
De modo que lo que debía de haber realizado Confederación además de emitir el último Informe solicitado por el Ayuntamiento, es al existir recursos hídricos, señalar los mismos y por otra parte contestar a la propuesta realizada por el Ayuntamiento sobre la posibilidad de reutilizar el agua depurada de las EDAR. Sin embargo, CHJ no ha contestado nada respecto a lo planteado por el Ayuntamiento. Habiendo señalado la Sentencia que en este acto se recurre que:

“constituyen meras hipótesis cuando no proyectos de futuro como la reutilización del agua a través de las depuradoras motivo por el cual se concluye que queda justificada la disponibilidad de recursos hídricos y que resulta según vemos una hipotética y no real disponibilidad referidos como hemos dicho al momento de la aprobación del acto o plan,…” 
Señalar de nuevo que dicha manifestación de no disponibilidad de recursos hídricos se contradice con la afirmación realizada por CHJ en el primer informe relativo a que la demanda actual del municipio era de 2.069.356 m3/año, lo que equivale a los recursos hídricos disponibles.  De modo que es la propia Confederación la que acredita que existen tales recursos hídricos.

Pero incluso en el supuesto totalmente hipotético de que los mismos no existieran olvida el Tribunal, que la regulación contenida en el artículo 25.4 de la Ley de Aguas debe completarse con la Ley Valenciana de Ordenación del Territorio y de Protección del Paisaje. Dicha legislación al regular la necesidad de un informe previo de la Confederación Hidrográfica para poder implantar usos que supongan incremento de la demanda de recursos hídricos, permite en casos de inexistencia de recursos hídricos la aprobación del Plan si hay“compromiso de ejecución de infraestructuras generadoras de recursos hídricos, mediante la aplicación de nuevas tecnologías”, posibilidad establecida en el artículo 19.2 de la Ley de Ordenación del Territorio y de Protección del Paisaje (folios 23 a 26 del escrito de contestación a la demanda). Debiendo añadir que los compromisos de ejecución de dichas infraestructuras no son meras hipótesis, sino que constituye un verdadero compromiso, en virtud del cual resulta obligado a su realización, con todas las consecuencias legales que se deriven en caso de incumplimiento.
La cuestión es que NO HAY NUEVAS DEMANDADAS DE RECURSOS HÍDRICOS y que además del compromiso de ejecución de dichas infraestructuras hay recursos hídricos suficientes, y así queda acreditado en el procedimiento, llegando a señalar la Sentencia ahora recurrida que:
“En relación a los supuestos de suficiencia de recursos hídricos y falta de título concesional que garantice la disponibilidad, la Sala se había pronunciado inicialmente por entender que el requisito de la suficiencia habilitaba en principio la aprobación del Plan, al margen que quedara supeditada a la disponibilidad mediante la obtención del correspondiente título concesional.
Sin embargo, dicho criterio interpretativo debe ser corregido a la vista de la interpretación que tvene sosteniendo el Tribunal Supremo en esta materia.
Y así ya dijimos en la Sentencia 2389/2011 de 25 de octubre de 2011….”

Y a continuación transcribe doctrina sobre el concepto de suficiencia y de disponibilidad de los recursos hídricos, concluyendo la mencionada sentencia de 25/10/2011 que “ha de existir el recurso y ha de tenerse disponibilidad sobre el mismo, de lo que se deriva el carácter determinante del Informe de la CHJ alcanza tanto a la suficiencia como a la disponibilidad”.
CUARTO.- VULNERACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 1 Y 25 DE LA LEY DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA
Como señalamos en el escrito de preparación del presente recurso de casación, y como manifestó el Ayuntamiento codemandado a lo largo de todo el procedimiento contencioso administrativo, concurrían diversas causas de inadmisibilidad de la demanda por desviación procesal.

Una de ellas consistía en realizar el Abogado del Estado consideraciones diferentes y nuevas de las realizadas en vía administrativa por la Confederación. Como hemos señalado anteriormente Confederación Hidrográfica del Jucar no respondió ni al informe del Ayuntamiento ni al requerimiento de informe de la Directora General de Ordenación del Territorio, de modo que no pueden tenerse en consideración las argumentaciones “ex-novo” del abogado del Estado.

La Sentencia se basa para concluir su fallo en las consideraciones alegadas por la Abogacía del Estado en el proceso judicial respecto al contenido del último informe del Ayuntamiento, consideraciones que nunca fueron aducidas en vía administrativa a pesar de ser expresamente requeridas.
Ello aparece reflejado en la propia sentencia recurrida, al señalar expresamente que:
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Como ya señalamos ello vulnera la doctrina del Tribunal Constitucional (Sentencia 210/2005 de 18-7-2005), del Tribunal Supremo (Sentencia Sala tercera –sección séptima- de 18-10-2008) , y defendida por esta Sala del Tribunal Superior de Justicia ver Sentencia 336 del año 2011, que:

“también existe desviación procesal cuando se hace un planteamiento en vía administrativa diverso del realizado en vía jurisdiccional, en definitiva cuando no se ha dado oportunidad a la Administración de pronunciarse sobre el planteamiento objeto de la demanda”.

... su planteamiento en sede jurisdiccional incurre en una evidente desviación procesal , conforme a la consolidada jurisprudencia que recuerda que la pretensión expuesta en la vía administrativa no puede ser esencialmente distinta de la formulada en la vía jurisdiccional y si bien pueden en el escrito de demanda alegarse en justificación de las pretensiones cuantos motivos procedan, aunque no se hayan alegado anteriormente en la vía administrativa, ello ha de entenderse en sus justos términos, es decir, en el sentido de poder alegarse nuevas razones o argumentos para fundamentar las pretensiones, pero no en el de suscitarse cuestiones nuevas, las que consisten en la falta de previo enjuiciamiento administrativo de la cuestión, que opera como antesala de su posterior enjuiciamiento jurisdiccional como requisito indispensable para el posterior actuar de la jurisdicción...".

En idéntico sentido el Juzgado de lo Contencioso-administrativo n° 1 de Guadalajara, ha señalado en su Sentencia de 29 Oct. 2007, (rec. 110/2006) que:  

“Así las cosas, la denominada mutatio libelli o "desviación procesal" ha venido siendo entendida e interpretada por nuestra Jurisprudencia, entre la que cabe citar la reciente Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de junio de 2.002 , en el sentido de que, el hecho determinante para apreciar la misma viene conectada a la existencia de un cambio de pretensión en sede jurisdiccional en relación a la en su día interesada ante la Administración demandada en vía administrativa, no produciéndose la reiterada mutatio libelli, cuando la parte recurrente, manteniendo en sede judicial la misma pretensión que interesó en vía administrativa, introduce nuevos razonamientos que no constituyen nuevas pretensiones, sino un complemento impugnatorio, calificado, por la Jurisprudencia invocada, a la que cabe añadir las Sentencias del Tribunal Supremo de 22 de abril de 1.991, y de 6 de febrero y 1 de marzo de 1.999 , de totalmente lícito, pues, de no ser así, la vía administrativa equivaldría a una primera instancia, y se impediría el adecuado control de la actividad de la Administración, vulnerándose asimismo lo dispuesto en el artículo 1 de la mencionada Ley 29/1.998, de 13 de julio , del que puede inferirse que el hecho de que la Jurisdicción Contencioso-Administrativa conocerá de las pretensiones que se deduzcan en relación a la actuación de las Administraciones Públicas, entendiéndose por tal los actos administrativos -ex artículo 25.1 de la referida Ley 29/1.998, de 13 de julio -, pero, en ningún caso, los fundamentos del acto o los que se utilizaron por los recurrentes en vía administrativa.”
Consideramos pues, que ha existido una clara indefensión de la Administración local y autonómica, en cuanto no habiendo respondido la Confederación Hidrográfica ni al informe del Ayuntamiento ni al requerimiento de informe de la Directora General de Ordenación del Territorio, no debía haberse permitido al Abogado del Estado realizar pretensiones diferentes y nuevas, que debieron ser realizadas en su momento en la vía administrativa previa, interesando por ello se declare la existencia de desviación procesal y por lo tanto la vulneración de los artículos 1 y 25 LJCA.

Por lo expuesto,
A LA SALA TERCERA DEL TRIBUNAL SUPREMO SUPLICO: Que, teniendo por presentado este escrito con sus copias se sirva admitirlo y tener por interpuesto, en tiempo y forma, y en la representación de “VETERANN S.L.” que tengo acreditada, Recurso de Casación contra la sentencia nº 126  dictada el día 7 de Febrero de 2012 por la sección primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana y, previa su tramitación, dicte en su día sentencia que anule la recurrida y se pronuncie de conformidad con los motivos del presente recurso y los pedimentos contenidos en el original escrito de demanda, y se declare:
1º La vulneración del artículo 88.1.c) de la Ley de la Jurisdción Contencioso-administrativa al haberse producido indefensión a mi representado en cuanto es interesado y no fue notificado de la interposición de recurso contencioso-administrativo y por lo tanto se declare que se halla legitimado para la interposición del presente recurso de casación.

2º La vulneración del artículo 51.1c) y d) de la Ley de la Jurisdción Contencioso-administrativa, y por lo tanto acuerde la inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Abogado del Estado por los siguientes motivos:

a) Por irrecurribilidad de la reseña publicada en el DOCV de fecha 3 de febrero de 2009.
b) Por extemporaneidad en la interposición del recurso contencioso-administrativo contra el Acuerdo de 15 de mayo de 2007 de la Comisión Territorial de Urbanismo, así como contra la Resolución de la Directora General de Ordenación del Territorio de 25 de abril de 2008.
c) Por no existir adecuación o identidad entre la interposición del recurso y la demanda posterior

3º Subsidiariamente, en el supuesto de no ser atendida la irrecurribilidad y/o extemporaneidad anteriores, se desestime la demanda por haber vulnerado el artículo 25.4 en relación con la Disposición Transitoria Primera del Texto Refundido de la Ley de Aguas, y se declare conforme a Derecho el Acuerdo de 15 de mayo de 2007, por no infringir el Ordenamiento Jurídico, por los siguientes motivos:
a) Por no ser necesario el Informe de la Confederación Hidrográfica al no existir nuevas demandas de recursos hídricos.
b) Por no ser vinculante al caso que nos ocupa el Informe de Confederación Hidrográfica por cuanto la legislación aplicable en el momento en que la  Comisión Territorial de Urbanismo aprobó la Homologación y Plan Parcial del Sector El Tossal, 15 de mayo de 2007, no era la Ley del Suelo sino la Ley 6/1998 siendo por lo tanto la jurisprudencia aplicable el contenido del Auto del TSJ de la Comunidad Valenciana de 15 de enero de 2007.

c) Por hallarnos ante un informe desfavorable por silencio negativo, que en nigún caso puede tener los mismos efectos que un informe desfavorable expreso, máxime cuando se trata de limitar competencias de la Comunidad Autónoma.
d) Por no tener el Informe el contenido exigible en el mismo:

a. La existencia de recursos hídricos concedidos expresamente y adquiridos por prescripción adquisitiva.
b. Así como la existencia o no física de recursos hídricos.

4º La vulneración de los artículos 1 y 25 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, al haberse producido desviación procesal y por lo tanto acuerde la desestimación de la demanda interpuesta por el Abogado del Estado.
OTROSI DIGO: Que conforme al artículo 94 de la Ley Contenciosa, solicito que en el momento procesal oportuno se declare el pleito concluso para sentencia sin necesidad de vista. 

A LA SALA SUPLICO: Tenga por hecha la anterior solicitud y acuerde que el pleito sea declarado concluso sin más trámites para sentencia. 

En  Madrid,  a 9 de mayo de 2012
Letrado                                                                                     Procurador
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Abogado Estado recurre Acuerdo CTU de 15/5/2007








� El Ayuntamiento es la entidad local gestora del abastecimiento de agua


� Documento NÚMERO A1 aportado en escrito de complementación de documentación.


� De modo que en virtud de la Disposición Adicional Primera de la Ley de Aguas se considera que el municipio de la PObla de Duc dado que anteriormente a la entrada en vigor de la Ley estuvo consumiendo dicha cantidad de recursos hídricos, tiene reconocida su titularidad por prescripción adquisitiva.


� Aportado como documento NÚMERO A1 en escrito de complementación de documentación en el Procedimiento Ordinario 1/97/2009-G


� 1. Cuando la Administración del Estado o de las Comunidades Autónomas considere, en el ámbito de las respectivas competencias, que un acto o acuerdo de alguna Entidad local infringe el ordenamiento jurídico, podrá requerirla, invocando expresamente el presente artículo, para que anule dicho acto en el plazo máximo de un mes.


2. � HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/l7-1985.t11.html" \l "hand2" �� INCLUDEPICTURE "http://noticias.juridicas.com/bitmaps/hand.gif" \* MERGEFORMATINET ����El requerimiento deberá ser motivado y expresar la normativa que se estime vulnerada. Se formulará en el plazo de quince días hábiles a partir de la recepción de la comunicación del acuerdo.


3. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá impugnar el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa dentro del plazo señalado para la. interposición del recurso de tal naturaleza señalado en la Ley Reguladora de dicha Jurisdicción, contado desde el día siguiente a aquel en que venza el requerimiento dirigido a la Entidad local, o al de la recepción de la comunicación de la misma rechazando el requerimiento, si se produce dentro del plazo señalado para ello.


4. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá también impugnar directamente el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa, sin necesidad de formular requerimiento, en el plazo señalado en la � HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/l29-1998.html" �Ley Reguladora de dicha Jurisdicción�.





� Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística Valenciana


� Decreto-ley 2/2010, de 28 de mayo, del Consell, de medidas urgentes para agilizar el desarrollo de actividades productivas y la creación de empleo


�Ley 6/1998, de 16 de abril, sobre Régimen de Suelo y Valoraciones (en adelante Ley 6/1998).


� “El informe de la confederación hidrográfica sobre la suficiencia de recursos hídricos de los planes urbanístico”s. Autor:  Fernando Renau Faubell. Año 2007. Editorial Tirant lo Blanc.








� El 11 de marzo de 2.008 la CHJ resuelve el indicado expediente de concesión (que se inició en diciembre de 1.988), razón por la que como se justificará posteriormente haría que decayera uno de los motivos esgrimidos por la CHJ para informar desfavorablemente la disponibilidad de recursos hídricos


� Indicar que el citado trámite de concesión en 2007, llevaba diecinueve años sin concederse por la propia CHJ.  Finalmente en 2008 se otorgó la concesión, razón por la que se queda sin fundamento la justificación de la administración en cuanto ya se ha otorgado la concesión. 
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